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SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE
Pereira, doce de noviembre de dos mil nueve

Acta número 0067 del 12 de noviembre de 2009

Resuelve la Sala la apelación interpuesta por la parte ejecutante en contra del auto proferido por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, fechado el 2 de junio de 2009, por medio del cual negó la solicitud de librar mandamiento de pago dentro del proceso ejecutivo iniciado por Martha Lucía Betancur Castaño contra José Israel Agudelo Giraldo
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde al siguiente,




AUTO:


ANTECEDENTES

Por medio de escrito visible a folio 2 del expediente solicita la actora, por medio de vocera judicial, se libre mandamiento de pago contra el señor José Israel Agudelo Giraldo con base en la sentencia T – 821 del 21 de agosto de 2008, proferida por la Corte Constitucional, en la cual se le tutelaron a la ejecutante y a su hijo los derechos fundamentales a la vida digna, la seguridad social, el trabajo, la protección reforzada de la mujer embarazada, la salud y el mínimo vital, ordenando al aquí ejecutado reintegrarla a su empleo, pagarle la indemnización de que trata el artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo, los salarios y prestaciones hasta la fecha del reintegro y afiliarla a ella y a su hijo a la EPS que ésta escoja.

El Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, por auto de 2 de junio de 2009, fl. 21, negó la solicitud de librar mandamiento de pago, al considerar que la sentencia de tutela no puede considerarse título ejecutivo, amén que la acción de tutela tiene un carácter preventivo y no declarativo, conforme lo ha afirmado la Corte Constitucional; además, en la sentencia base de la ejecución no se establecieron los salarios y prestaciones debidos.

Contra la anterior decisión se levantó la apoderada de la actora, fl. 31, interponiendo recurso apelación, argumentando que la sentencia de tutela con base en la cual se intenta la ejecución, es un fallo declarativo, porque se limita a afirmar la existencia de un derecho, y de condena porque impone al sujeto pasivo una obligación a favor de otro; afirma que los procesos ejecutivos laborales tiene por objeto el cumplimiento forzado de una obligación que ha tendido origen en una relación de trabajo, surgiendo en este caso concreto la obligación, como consecuencia de un despido injusto, lo cual es determinado así por la misma Corte Constitucional.
Sin que se advierta causal alguna de nulidad que obligue a retrotraer lo actuado, se procede a resolver la alzada previas las siguientes,



CONSIDERACIONES DE LA SALA
Es procedente el recurso concedido conforme lo dispone el numeral 8º del artículo 65 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.

El artículo 86 de la Constitución Política de Colombia estableció la acción de tutela, la cual fue reglamentada por el Decreto 2591 de 1991, mismo que a su vez fue reglamentado por el Decreto 306 de 1992; dicha acción es el mecanismo procesal, por medio del cual de manera preferente y sumaria, se busca proteger los derechos constitucionales fundamentales, que se vean vulnerados o amenazados, por cualquier situación jurídica, atribuida a cualquier autoridad pública o particular en los casos que determine la ley. Procede de manera subsidiaria, al no existir otro mecanismo de protección o de manera transitoria para evitar perjuicios irremediables. Su competencia está atribuida a todos los jueces de la república de la jurisdicción donde se comete el acto violatorio del derecho fundamental, convirtiéndose el funcionario judicial en Juez Constitucional, dejando a un lado el ropaje de su respectiva jurisdicción.

Esta acción encuentra en los decretos atrás mencionados toda una reglamentación especial, que la hace escapar de las previsiones establecidas para los demás tipos de procesos.

Y ahí radica el motivo por el cual será confirmada la decisión de primer grado, toda vez que al tener una reglamentación y un procedimiento especialísimo, donde se indican las precisas formas para el cumplimiento de las órdenes impartidas en el fallo de tutela, no se pueden recurrir a las vías normales para obtener la satisfacción de los derechos reconocidos por este medio.

En efecto, para alcanzar el acatamiento de lo ordenado por el Juez Constitucional, se cuentan con medios propios, indicados en el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, teniendo como sanciones por el incumplimiento, las consecuencias contenidas en los artículos 52 y 53 ibídem, así:

“Artículo 27. Cumplimiento del fallo. Proferido el fallo que conceda la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirla sin demora. 

Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél. Pasadas otras cuarenta y ocho horas, ordenará abrir proceso contra el superior que no hubiere procedido conforme a lo ordenado y adoptará directamente todas las medidas para el cabal cumplimiento del mismo. El juez podrá sancionar por desacato al responsable y al superior hasta que cumplan su sentencia. 

Lo anterior sin perjuicio de la responsabilidad del funcionario en su caso. 

En todo caso, el juez establecerá los demás efectos del fallo para el caso concreto y mantendrá la competencia hasta que esté completamente restablecido el derecho o eliminadas las causas de la amenaza.” 

“Artículo 52. Desacato. La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base en el presente Decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales salvo que en este Decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar. 

La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será consultada al superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción.” 

“Artículo 53. Sanciones Penales. El que incumpla el fallo de tutela o el juez que incumpla las funciones que le son propias de conformidad con este Decreto incurrirá, según el caso, en fraude a resolución judicial, prevaricato por omisión o en las sanciones penales a que hubiere lugar. 

También incurrirá en la responsabilidad penal a que hubiere lugar quien repita la acción o la omisión que motivó la tutela concedida mediante fallo ejecutoriado en proceso en el cual haya sido parte.” 

Como viene de verse, no es cierto lo indicado por la quejosa al afirmar que no habría forma de satisfacer los derechos concedidos a su poderdante, toda vez que sí existen las herramientas adecuadas para dicho fin, mismas que no han sido utilizadas, al menos nada se probó al respecto. Véase como el Juez de primera instancia puede, a solicitud de parte, compeler a la persona, natural o jurídica, obligada por la sentencia de tutela para que la cumpla, con la facultad de imponerle sanciones económicas e incluso de arresto, llegando incluso, ante la renuencia en el cumplimiento de lo ordenado, a hacerse éste acreedor a las sanciones penales correspondientes, establecidas en el último canon en cita. 

Por lo anterior y como párrafos atrás se anunció, se confirmara la decisión proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas. 
Costas en esta instancia no se causaron.

Conforme a lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, CONFIRMA el auto proferido por el Juzgado Laboral del circuito de Dosquebradas el 2 de junio de 2009, por las razones aquí expuestas.  

Costas en esta instancia no se causaron.



Notifíquese y Cúmplase 



Los Magistrados,
HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE
Secretaria
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